
Garantías a la Persona 
y a la Propiedad 

INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. - CATEOS 
y VISITAS DOMICILIARIAS. 

Artículo 16. 

Toman parte en este debate los CC. AL V AREZ, RECIO, DE LA BA­
RRERA, NAFARRATE, JARA, MUGICA, LOPEZ LIRA, SILVA HERRE­
RA, IBARRA, CHAPA, FAJARDO, REYNOSO, PASTRANA JAIMES, DA­
V ALOS, COLUNGA, TERRONES, MERCADO, EPIGMENIO MARTINEZ, 
P AI,A VICINI. 

LARGA Y preferente atención dieron los diputados constituyentes a este 
artículo, que más tarde será constantemente invocado en los juicios de am­
paro. El primer dictamen de la comisión fue presentado, para el debate, el 
23 de diciembre y dice así: 

"Ciudadanos diputados: 

Merece elogio la nueva forma, más liberal y más exacta con que apa­
rece en el proyecto de Constitución el artículo 16 de la de 1857. Sin embar­
go, la comisión propone a la asamblea algunas variaciones. Creemos con­
veniente que toda orden de arresto se libre por escrito y que en ella se ex­
prese el motivo porque se ha dictado y el fundamento legal que la apoye, pa­
ra que de esta suerte, el aprehendido pueda darse cuenta exacta, desde el pri­
mer momento, de la acusación que se le hace. 

Nos parece justo también, no autorizar la aprehensión de una perso­
na cuando el hecho que se le imputa tiene señalada pena alternativa de pe­
cuniaria o corporal; en este caso puede substituir la aprehensión por la sim­
ple citación, sin peligro alguno. 

Juzgamos peligroso dar facultades a la autoridad administrativa pllra 
ordenar aprehensiones, ni aun en casos urgentes. Desde luego, siendo tan nu­
merosas las autoridades administrativas, habría que determinar a cuáles de 
ellas se conceden esas facultades. Por otra parte la necesidad de dejar la 
calificación de la urgencia del caso a la misma autoridad ejecutora, puede 
dar lugar a abusos frecuentes, tanto más de temerse, cuanto que es fácil mu­
chas vecs eludir la responsabilidad consiguiente y cuando la experiencia ha 
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demostrado con cuánta frecuencia han abusado las autoridades administra­
tivas de la facultad que se les ha concedido de ordenar aprehensiones. Será 
raro que en algún caso, por urgente que sea, no tenga la autoridad adminis­
trativa el tiempo necesario para recabar de la judical la orden de aprehen­
sión; pero, en todo caso, podrá tomar las precauciones necesarias para im­
pedir la fuga del inculpado. 

N os parece, por último, que el precepto no declara terminantemente la 
inviolabilidad del domicilio, ni prohibe con toda claridad la práctica de ca­
teos por las autoridades administrativas, lo cual nos induce a proponer un 
ligero cambio de redacción en el sentido indicado. 

Sin duda que las disposiciones que contiene el artículo, en lo relativo 
a la práctica de los cateos, pueden estimarse como reglamentarias; pero 
creemos muy cuerdo establecerlas, porque en la práctica de estas diligencias 
se han cometido casi siempre no sólo abusos, sino verdaderos atropellos, que 
importa evitar en lo sucesivo, fijando las reglas esenciales a las que debe­
rán sujetarse en esta materia las legislaciones locales. 

Como consecuencia de estas observaciones, consultamos a esta hono­
rable asamblea la aprobación del artículo en la forma siguiente: 

"Art. 160.-Nadie podrá ser 3nrehendido sino por orden escrita, mo­
tivada y fundada, de la autoridad judicial. N o podrá expedirse ninguna or­
den de aprehensión sin que preceda acusación por un hecho determinado que 
la ley castigue con pena corporal y sin que esté apoyada aquella por otros 
datos que hagan probable la responsabilidad. 

En el caso de flagrante delito, cualquier persona puede aprehender al 
delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de la au­
toridad inmediata. 

El domicilio de las personas no podrá ser allanado sino por orden de 
cateo, dictada por la autoridad judicial, en la cual se expresará el lugar que 
ha de inspeccionarse y los objetos que se buscan, la persona o personas que 
hayan de aprehenderse, a lo que únicamente debe limitarse la diligenéia, 
que se practicará ante dos testigos propuestos por el dueño del lugar -catea­
do, levantándose acta circunstanciada. La autoridad administrativa podrá 
practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han 
cumplido los reglamentos sanitarios y de policía. También podrá la misma 
autoridad exigir la exhibición de libros y papeles para comprobar que se 
han cumplido las disposiciones fiscales. 

Salón de sesiones del Congreso, Querétaro de Arteaga, :1 20 de di­
ciembre de 1916.-GRAL. FRANCISCO. J. MUGICA. -ENRIQUE RE­
Cro.-ENRIQUE CO.LUNGA. -ALBERTO. RO.MAN.-L. G. MO.NZO.N". 

El primero en hacer uso de la palabra en contra es el diputado JO.SE 
ALVAREZ, quien dice: 

"La comisión nos habla únicamente de que nadie podrá ser aprehen­
dido. Yo he tenido la oportunidad de examinar el procedimiento de alguna, 
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autoridades administrativas que tiene precisamente como subterfugios para 
determinar aprehensiones injustas esta diferencia de palabras; parece que 
hay su diferencia entre el arresto y la aprehensión: las autoridades admi­
nistrativas, dejando únicamente la palabra aprehensión, pueden escudarse 
tras de ella para seguir dando esas órdenes que muy justamente trata de 
impedir el proyecto del Primer Jefe; por tal motivo, me limito a suplicar a 
la honorable comisión nos diga si la orden de aprehensión y la de arresto co­
mo podrían llamarse a las que ella indica en el párrafo que dice: "Nadie 
podrá ser aprehendido sino por orden escrita, motivada y fundada, de la au­
toridad judicial; queda a la autoridad administrativa el derecho de arresto". 
En la conciencia de todos vosotros está, señores diputados, que debemos 
tender a la garantía más absoluta p8ra aquellos que tratan de ser vejados 
por autoridades de mala fe, y no me parece impertinente que se considere 
por quien más sepa, si en efecto, puede ser una garantía el que se aclaren 
las palabras "arresto" y "aprehensión". 

Igualmente quiero hacer otra observación en lo que se refiere a que 
no dice, como en el artículo de la Constitución de 57, que la autoridad judi­
cial debe ser la competente; esto, naturalmente, puede estimarse como de 
sentido común, pero, como digo, no debe dejarse ni un lugar solo en que 
pueda refugiarse la injusticia. 

Puede llevarse una orden escrita de autoridad judicial de otro lugar 
que no sea la autoridad judicial competente y procurar una aprehensión, 
creo que esto vendria también a garantizar de cierta manera los intereses 
g'enerales, por esto me permito proponerla para que sea discutida en la me­
jor forma posible. A esto se limita, señores diputados, la observación que 
tenía que hacer, que, vuelvo a repetir, suplico a ustedes tengan la bondad de 
que se examine por personas competentes y mi objeto sólo, al observar lo 
que he manifestado, fue para que no pasara sin discusión el artículo y a fin 
de que no fuéramos a dejar esta puerta abierta al abuso y a la arbitrarie: 
dad". 

El C. RECIO, miembro de la comisión, dice: 

"La comisión en su dictamen dice que juzga pertinente que las órde­
nes de arresto se libren por escrito. En el artículo del proyecto no se precisa 
si esta orden debe ser verbal o escrita, debiendo ser esa orden precisamen­
te por escrito, para que así, desde luego, el individuo a quien se aprehenda 
tenga ya una idea general respecto del asunto o del delito que se imputa. 
Ademús. trae otra innovación el dictnmen de la comisión, que también creyó 
pertinente. Dice el proyecto que "cuando sea la pena alternativa de pecu­
niaria y corporal". La comisión cree que cuando la pena que puede impo: 
nerse al iculpado sea alternativa de pecuniaria y corporal, basta citar al in­
dividuo para no ocasionarle un perjuicio de esta clase. 

N o se encuentra peligro de ninguna clase en la cita que se le haga a 
un individuo, porque allí puede éste hacer entrega de la cantidad que se le 
exija y de esta manera queda cumplimentado el precepto sin necesidad de 
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que se le sujete a una incomunicación de 72 horas. hasta que puedan ser to­
madas las declaraciones por el juez. 

La otra parte del proyecto deja a las autoridades administrativas dictar 
órdenes de arresto; esto lo ha creído la comisión enteramente peligroso. porque 
no se fija a qué autoridad administrativa se le concede esta medida, porque 
por autoridad adminisü'ativa puede comprenderse igualmente desde el go­
bernador del estado y puede considerarse también autoridad administrativa 
a un gendarme y verse uno en el caso de ser arrestado por un gendarme y 
detenido 72 horas hasta que el juez no venga para averiguar el delito que 
se le imputa. Por pequeño que sea un pueblo, tiene autoridades judiciales; 
actualmente toda la República tiene magníficas vías de comunicación ferro­
carrilera, telégrafos, teléfonos y no será posible que la autoridad administra­
tiva se despache a su sabor dictando órdenes de arresto; cuando más debe li­
mitarse a vigilar al presunto delincuente, al que creen complicado en algún 
delito, en tanto que dan cuenta a la autoridad judicial para que ésta dicte en 
toda forma sus órdenes respectivas. Tampoco se declara de una manera 
precisa en el proyecto de reformas, que se respetará el domicilio o la invio­
labilidad de las familias, y este es un asunto de gran trascendencia, porque se­
guramente que a ninguno de nosotros nos gnstaria que se allanase su ho­
gar por una autoridad cualquiera; tampoco esto seria lógico ni debe com­
prenderse en esta forma; nosotros hemos juzgado pertinente que se decla­
re terminantemente que el domicilio es inviolable. 

Tampoco prohibe el proyecto de reformas en este artículo que la au­
toridad administrativa pueda practicar cateas; esto es completamente defec­
tuoso, porque sólo la autoridad judicial tiene orden de practicar cateas, sólo 
éstas pueden dictar estas disposicones. 

Finalmente, nos trae una innovación: él dice que al verificarse el ca­
teo dehe levantarse una acta circunstanciada en presencia de dos testigos ho­
norables. ¿A quién deja la calificación de la honorabilidad de estas perso­
nas que han de servir de testigos? 

Como no lo explica de una manera clara, pues la mayor parte de los 
jueces creerán que ellos son los que están en la obli.r;ación de llevar los tes­
tigos, y así como hay jueces honrados y laboriosos, también los habrá cri­
minales, jueces sin conciencia que se )'Testen a intrigas y a toda clase de 
chanchullos. Llevarán testi.!,:os buscados previamente y al practicarse los ca­
teas que, por lo regular, son practicados por la policía, se cometerá una se­
rie de abusos incalificables. Hemos visto cómo se han venido practicando 
hasta ahora los cateas, y en la época dictatorial, sobre todo, tuvimos oportu­
nidad de ver que se cometían grandes abusos con esta forma de cateas. La 
policía entraba a las casas y creía que en definitiva había dado con un bo­
tín; cada quien cog-ía lo que le parecía y no se daba cuenta de nada absolh­
tamente. Por eso la comisión ha creído pertinente que sea el propietario 
de la casa cateada quien proporcione los testigos, porque seguramente se fi­
jará en las personas de más confianza para él y estos individuos no se pres­
tarán gustosos a firmar un acta levantada al capricho de la autoridad que 
verifique el cateo. sino que sólo pondrán su firma en lo que verdaderamente 
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les conste y acerca de lo que hubiese sido objeto preciso del cateo. Con esto 
se evitarán muchísimos abusos y muchos atropellos. 

Respecto a la innovación referente a que las autoridades administra­
tivas pueden practicar visitas domiciliarias pal·a cerciorarse de que se han 
cumplldo los reglamentos sanitarios y de policía, es completamente necesa­
rio; lo pide el adelanto de la época; no debe impedirse por ningún motivo a 
los agentes de sanidad que practiquen visitas domiciliarias que no son pro­
piamente cateos; constituyen una necesidad en la época moderna, porque se 
ha dicho que la higiene es la medicina del porvenir. Ninguna persona, con 
una poca de razón, se opondrá a que se practiquen estas visitas. 

También se autoriza para exigir la exhibición de libros y papeles para 
. comprobar que se han cumplido las disposiciones fiscales. Esto también es 

lógico, porque todos tenemos necesidad, estamos obligados a ayudar a las 
autoridades al cumplimiento y al desempeño de sus funciones en beneficio, 
sobre todo, del timbre, que es una institución importantísima, y de mucho 
valor en nuestra patria, que produce grandes rendimientos a la nación. 

Respecto a 13 aclaración que pedía el señor Alvarez, manifiesto que no 
se trata aquí de las aprehensiones que dictan las autoridades administrati­
vas, en los casos de faltas leves, como por ejemplo, llevarse a un ebrio o a 
alguno que ha cometido cualquiera falta en la calle, siuD que se trata de la or­
den de aprehensión dictada por una autoridad judicial, por la comisión de 
un delito y previa demanda que se presente respecto de un delito. La co­
misión no trae el prurito de adicionar los artículos por enmiendas a su gus­
to como se ba querido aquí imputarle; la comisión únicamente trae el con­
tingente de su buena voluntad, de su conocimiento que tiene en la materia 
para adicionar todo aquello que considere como necesario para garantizar 
de una manera más sólida y más efectiva los derechor< de los individuos, que 
son de los que trata la sección que examinamos ahora". 

El C. DE LA BARRERA habla brevemente recomendando se aprue· 
be el dictamen de la comisión. 

El general NA FARRA TE se expresa así: 

"Yo quisiera saber, para orientarme, si estamos legislando aquí su­
poniendo a las ,,,,(oridados que hemos tenido anteriolmente, que de hecho 
no han sido autoridades, o si estamos legislando para el futuro; yo quisie­
ra que de una manera terminante me dijesen si ese futuro va a tener tres 
poderes independientes o sean: el Ejecutivo, el Legislativo y el .Judicial; 
porque en la discusión que ha habido aquí tanto se desconfía del poder .Ju­
dicial, como ahora se le viene dando únicamente poder al poder .Judicial. Me 
parece que cada quien venimos aquí con la impresión que hemos tenido des­
de que nacimos hasta la fecha, y nos adelantamos con suponer que estos tres 
poderes van a ser asaltados por un nuevo usurpador. En todas las discusio­
nes que se han suscitarlo aquí, resulta que tan presto se le da la razón al 
poder Judicial, como se le quita; luego se confía en el Ejecutivo. ,. luego se 
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desconfía, y deben de considerar que esas apreciaciones las debemos de bo­
rrar para siempre y ponernos a estudiar en el supuesto que haremos respe­
tar los poderes de cada uno de los tres de que se compone la nación. DIce 
aquí el proyecto del Primer Jefe que sólo el Poder JudIcial dictará las órde­
nes de arresto que son ya las definitivas; este poder funge sólo ocho horas 
de las veinticuatro de que consta el día; las dieciséis restantes, no despacha. 
Dice más adelante que la autoridad judicial administrativa es la que puede 
detener a un individuo y entregarlo al poder que corresponda. A alguno de 
los tres ha de corresponder. Ese poder no tiene autoridad, por lo tanto, pa­
ra dictar orden de arresto, sino el Judicial. Me dice el señor licenciado que 
habló antes que yo, que el señor policía de la esquina es una autoridad ad­
ministrativa, siendo que sólo es un agente del orden público; así lo entien­
do yo, por lo menos; él que ha estudiado leyes sabrá qué parte de esas leyes 
se le declara autoridad administrativa a un señor policía que está única­
mente para guardar el orden público; no para administrarlo; además, en la 
proposición del proyecto se nos dice que lo que va a ser castigado por la au­
toridad son por cualquiera de los tres poderes que representa, resulta que 
hay todas las suposiciones de que va a procederse mal; por lo tanto, no te­
nemos razón de estar suponiendo que van a ser buenas o malas las propo­
siciones del dictamen; nos dice que al que se le va a catear su casa nombra­
rá dos personas que atestigüen el cateo a su santa voluntad; naturalmente 
como se dice que a su voluntad, pues la puede inventar y allí podrán ir a lle­
var a atestiguar a los hombres más honrados que tenemos en la actualidad, 
a los señores Carranza y Obregón, y si no, no abrirá las puertas para que 
registren su casa; en el proyecto drl Primer Jefe dice muy claro: en el ca­
so que el poder Judicial tiene derecho para embargar; en el caso del poder 
administrativo, tiene 16 horas del día para ponerlo a la disposición de la 
autoridad competente. Luego tenemos el ramo de inmigración que también 
no irá a tener derecho, de manera que debíamos principiar entonces por de­
cirle a la nación qué ramos son los que no debe de aceptar, si debe de supri­
mirse a dos poderes o a uno o nos concretamos a desconfiar de todos o a con­
fiar de todos. Resulta, finalmente, que dice aquí muy claro que la sanidad 
tendrá derecho a hacer inspecciones: resulta entonces que las mismas tra­
bas tendrá la inspección de sanidad cada vez que se presente: ir a buscar 
dos testigos a gusto de los vecinos, para que éstos puedan permitir que la 
sanidad pase a inspeccionar su casa. Les seria casi inoportuno leer a uste­
des las facultades que da a cada uno los poderes el proyecto del Primer Jefe 
y repetirles las trabas que pone el proyecto de la comisión de Constitución, 
donde da arbitrio al dueño de la casa para nombrar dos vecinos a su gusto". 

El general HERIBERTO JARA dice: 

"Yo creo que no existe una razón de peso para que la comisión haya 
desechado en su dictamen, la parte que contiene el proyecto de reformas a 
la Constitución, presentado por el c. Primer Jefe y que dice 10 siguiente: 
"Solamente en caso urgente podrá la autoridad administrativa, bajo su más 
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estrecha responsabilidad decretar la detención de un acusado, poniéndolo in­
mediatamente a disposición de la autoridad judicial". Esto, yo creo, fue en 
previsión de los pequeños lugares dor,de no es posible que haya distintos tur­
nos de jueces, o que no haya el personal competente, sino sólo un juez que 
no va a estar continuamente, sin dormir ni comer, esperando que llegue la 
hora en que se solicite su intervención en un caso urgente en que haya nece­
sidad de proceder a alguna aprehensión. Es muy digna de tomarse en con­
sideración la libertad del hombre y protegerla en todas sus manifestaciones, 
pero podrá presentarse el caso de que no estando, no siendo un delito de los 
que pueden comprenderse en la designación de "infraganti", más bien, no 
pudiendo coger al delincuente en el momento en que está cometiendo el de· 
lito, sino porque se tiene conocimiento de que el delito se ha cometido y que 
el delincuente después de ocho o diez días o un mes se encuentra en tal o 
cual parte y es necesaria su aprehensión inmediata porque se teme su fuga. 
porque ya está ensillado un caballo, porque ya está cerca del tren para fu­
garse y entonces, la autoridad administrativa está privada del recurso que la 
ley pone en sus manos, con esta cláusula, para proceder a su inmediata 
aprehensión tiene que recurrir al juez, ir a buscarlo al teatro, a su casa, don­
de se encuentre, para recabar la orden y después proceder a la aprehensión 
de aquel criminal, dándole tiempo para su fuga; vamos a ponernos en otro 
caso, en el de que el mismo juez de un pequeño poblado sea el delincuente 
y que también se necesite proceder a su aprehensión inmediatamente por­
que hay temores de que se fugue, de que no se sujete a la acción de la justi­
cia; ¿pues a quién le Va a pedir la orden la autoridad administrativa? ¿al 
mismo a quien ella va a aprehender? i Seguramente que no se la da! Los te­
mores de que haya un abuso en las aprehensiones, deben de desvanecerse 
desde el momento en que han desaparecido los jefes políticos, pues éstos eran 
los verdugos, eran los sicarios, eran los encargados de abusar del poder ili­
mitado que el centro habia puesto en sus manos y es por eso porque se hizo 
tan temible la acción de los jefes políticos; es por eso porque se hizo tan 
odiada su acción; pero ahora, estando decretada la libertad de los munici­
pios y teniendo cada municipio la policía bajo su mando inmediato, es segu­
ro que no procederán en la misma forma, como cuando los jefes políticos 
eran los amos y señores del cantón o distrito en donde la desgracia había que­
rido que fueran; por consiguiente, yo estimo de todo punto importante que 
no se omita en el dictamen que presenta la honorable comisión el párrafo a 
que hago referencia' (Aplausos)". 

El presidente de la comisión, general MUGICA, dice: 

"Quiero contestar sus objeciones al señor Jara insistiendo sobre lo que 
ya expresó la comisión. Si es la men te de los legisladores y en primer lu­
gar la del Primer Jefe, quien lo ha consignado en el proyecto de Constitu­
ción, garantizar la libertad del individuo, es decir, de tal manera que pre­
viene en el cuerpo de este mismo articulo que no debe dictarse ninguna or­
den de aprehensión hasta que no se haya definido si hay delito o no para per-
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seguir, hasta que no esté garantizado, cuando menos, con el testimonio de 
dos o tres personas honorables que hay verdadero delito por el cual debe o 
no privársele de la libertad, y no simplemente aprehender a un individuo, 
pregunto yo, señores, ¿será lógico darles esta facultad tan amplia a las au 
toridades municipales, por más honradas, por más honorables, por más po­
pulares y justicieras que sean, desde el momento en que se quita a la misma 
autoridad judicial la facultad de mandar aprehender a un individuo, que es 
la propia, la apropiada, la especial para estos casos de aprehensión, facultad 
que le corresponde de acuerdo con todas las legislaciones y por la naturale 
za misma de su institución? Así nunca se necesita saber de antemano si hay 
en realidad delito que perseguir, ni el testimonio fundado de personas que 
acrediten que aquel individuo es delincuente para poder dictar la orden de 
aprehensión. ¿Será, pues, lógico y consecuente que si al poder Judicial le 
quitamos esa facultad, esa facilidad para efectuar la aprehensión de un pre­
sunto criminal, se la demos a la autoridad administrativa sólo en casos ur­
gentes que necesariamente tiene que califlcar la misma autoridad adminis­
trativa? Si ya previmos el caso de delito infraganti, desde el momento que a 
un simple particular se le dan facultades para aprehender a un delincuente 
en el momento mismo en que comete un delito, sería ilógico exigir responsa­
bilidades a una autoridad administrativa si aprehendiera ella misma a aquel 
delincuente en el momento mismo en que cometió el delito. La comisión con­
sideró que no habrá un caso más urgente que el de delito infraganti y con­
sideró también lógico que en el supuesto que se le dan facultades a ios mis­
mos particulares para efectuar una aprehensión, con mayoría de razón la 
tienen los agentes de la autoridad. 

Aquí se trata de otros acusados de delitos del orden común en que no 
se precisa esos delitos que conmueven hondamente a la sociedad, en que 
sea indispensable ocurrir a la autoridad judicial y sentar la demanda y ocu­
rrir a todos los procedimientos para que luego esa autoridad judicial ven­
ga a dictar la orden de aprehensión contra esos individuos y que en vista 
del abuso que el poder Judicial cometió antes porque era muy sencillo de­
clarar que un individuo era criminal y de esta manera infame ordenar su 
aprehensión, de esta manera injusta, el Primer Jefe consideró que debían 
restringirse las facultades de la autoridad judicial, y la comisión no encuen­
tra hilación lógica, enteramente lógica entre restringir las facultades del 
poder Judicial para poder dictar una crden de aprehensión y entre dejar esas 
facultades amplísimas a una autoridad política con sólo el criterio de cali­
ficar de urgente esa aprehensión y luego ser responsable de esa misma 
aprehensión, porque la responsabilidad de una autoridad política, no salva a 
un individuo aprehendido, de la infamia que se le hace de aprehenderlo de 
una manera injusta, por más que sufriera las consecuencias de ese abuso 
de autoridad. Si la mente de la Constitución es garantizar los derechos del 
hombre, principalmente aquellos que ven a la honra, y el robo es el acto más 
deshonroso para un ciudadano porque la misma Constitución le quita los 
derechos de ciudadano, la sociedad le retira su confianza y produce ver­
güenza hasta entre su familia, su mujer y sus hijos; es muy justo que nos-
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otros seamos consecuentes y tratemos de conservar esa honra de los indi­
viduos quitando a la autoridad, en todo caso a la autoridad administrativa, 
la facultad de hacer una aprehensión, salvo el caso en que se trate de un de­
lito infraganti". 

El c. LOPEZ LIRA se opone a dar a la autoridad administrativa la 
facultad de aprehender a los individuos, lo que debe corresponder exclusiva­
mente a la autoridad judicial, máxime cuando es un poder y las facultades 
de ese poder no pueden estar repartidas entre las de los otros poderes. La 
<lutoridad administrativa podrá penar las infracciones a los reglamentos de 
policía, a los de sanidad, a los de higiene; pero de ninguna manera a prehen­
der a los individuos. 

El diputado general JARA se extraña de que se resten facultades a la 
autoridad administrativa y dice: 

"El c. presidente de la comisión, cuya opinión respeto, pero que no me 
convence, ha dicho que dejando esa facultad amplísima a la autoridad ad­
ministrativa, se pone en peligro la libertad de los ciudadanos. Manifiesto 
mi querido colega que está en un errar. En el párrafo de que nos ocupamos 
no se da una facultad amplísima a las autoridades administrativas, sino al 
contrario, muy restringida y bajo su más absoluta responsabilidad. ¿Por 
qué se viene considerando desde luego divorciada a la autoridad adminis­
trativa del Poder Judicial? ¿Por qué de una manera antilcipada vamos a 
considerar que siempre han de estar en pugna? ¿Por qué no hemos de con­
siderarlos como los componentes del gobierno de una República federal como 
la nuestra? Yo considero en este caso a la autoridad administrativa como 
un agente auxiliar de la autoridad judicial; desearía yo que alguno de los 
ciud&danos abogados que se encuentran entre nosotros, nos ilustrara acerca 
de esto; si hay delitos cuya aprehensión del delincuente sea urgente, sin que 
sea precisamente encontrado infraganti". 

Y agrega: "De manera que todos los ciudadanos que no hubiesen co­
metido ningún delito, todos los ciudadanos pacíficos y honrados estarian de 
plácemes encontrando una puerta de escape, estando la autoridad adminis­
trativa maniatada para ejercer acción sobre ellos, aun cuando hubiesen come­
tido un delito, y maniatada por el hecho de que, como antes dije, estando 
en la tribuna, no siempre va a estar el juez a disposición de la autoridad ad­
ministrativa para que ésta recabe la orden necesaria para proceder a la 
aprehensión; eso es perfectamente claro; de manera que no admite lugar a 
duda; como antes dije, hay pequeños poblados donde no hay más que un solo 
funcionario judicial y si ese funcionario no se encuentra en servicio, porque 
no vamos a ordenarle que esté perpetuamente allí, en su puesto, llegará el 
momento en que necesite urgentemen te de una orden de aprehensión la au­
toridad administrativa y no la podrá o btener, porque el juez se encuentre au­
sen te; la razón es obvia." 

Por su parte el diputac'¡o SIL V A HERRERA pide aclaración sobre la 
palabra "allanamiento". Dice: 
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"Me permito interpelar a la comisión si está bien aplicada la palabra 
"allanamiento" en este e:iSO, toda vez que el allanamiento constituye un de­
lito: así le llama el código penal. (Voces: ¡ tribuna, tribuna 1) Voy a concluir. 
En caso de que se practique una visita domiciliaria, ya no puede decirse que 
haya allanamiento. De dejar la redacción en los términos en que está, po­
dría decirse que se autoriza la comisión de un delito, como que se supone que 
la autoridad dictaba la orden de aprehensión... (Voces: ¡tribuna!) Creo, 
por tanto, que la comisión debe modificar esa parte de la redacción del ar­
tículo o explicarnos por qué lo puso en esos términos". 

Para satisfacer la pregunta del diputado SILVA HERRERA, el C. 
RECIO, miembro de la comisión dice: 

"Contestando la interpelación que hace el señor Silva Herrera, debe­
mos decirle que no deja de ser un allanamiento. (Voces: ¡ no, no 1) Pero 
cuando éste se practica por la autoridad no tiene castigo de ninguna clase, 
porque se comprende que es por una necesidad del servicio por lo que se dic­
ta la orden. Siempre se considera la frase "allanamiento", pero, repito, no 
tiene castigo. Me remito al diccionario jurídico de Escriche o cualquier otro 
que quiera consultarse". 

El C. diputado ingeniero IBARRA, dice: 

"Pedí la palabra en contra del dictamen en vista de que no ha habid 
o aquí en la asamblea quien lo haga para ilustrar nuestro criterio y tenien­
do una duda que juzgo de suma importancia sobre este asunto.. En la 
Constitución de 57 se especifica con toda claridad que los cateos sólo se 
practiquen por orden escrita de autoridad competente, que funde y moti­
ve la causa legal del procedimiento, y tanto en el proyecto del C. Primer 
Jefe como en el dictamen de la comisión, se han omitido estas palabras; a 
mi juicio, esto podria dar lugar a que hubiera autoridad judicial que arbi­
bitrariamente diera una orden de cateo sin que hubiera fundamento para 
darla. 

El derecho de inviolabilidad del domicilio, que es tan sagrado, debe­
mos nosotros procurar por todos los medios posibles que no se vaya a vio­
lar y por eso yo suplico a la honorable comisión dictaminadora, si es que 
realmente es jurídico esto, que así como en la Constitución de 57 se expresa 
de una manera terminante que los cateos sólo se efectuarán por orden escri­
ta que funde y motive el procedimiento, se especifique también en ese dic­
tamen, en el proyecto del artículo en cuestión. Por otra parte, hay tam­
bién esta otra duda de mi parte: en el proyecto del Primer Jefe hace men­
ción de cateos no solamente para inspeccionar un alojamiento, sino también 
para hacer aprehensión de personas; yo realmente no sé si los cateos pueden 
incluír una orden de aprehensión, como está en el proyecto del Primer Jefe, 
y en tal caso creo importante que se hiciera esa adición al proyecto de la 
comisióq" . 
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El C . SILVA HERRERA no ha sido convencido por el C. Recio, dice: 

"No me ha satisfecho la respuesta del honorable miembro de la co­
misión; parece que tampoco a la asamblea, por las manifestaciones que he 
oído, y, en consecuencia, insisto sobre el particular, porque si bien es cier­
to que la Constitución autoriza la pena de muerte para cierta clase de deli­
tos, no estaría bien que en el artículo se dijera que la autoridad podría ase­
sinar a un ciudadano; tampoco está bien que en este caso se diga que la au­
toridad puede allanar el domicilio; cuando se da una orden de cateo, eso no 
es allanamiento, es una visita domiciliaria; creo, por otra parte, que no sería 
necesario explicar que sólo la autoridad judicial podría dictar las órdenes de 
cateo, esto está expresado con toda claridad, tanto, que cuando en épocas 
pasadas los jefes políticos allanaban el domicilio de algún ciudadano, iban a 
proveerse de la orden correspondiente del juez de la localidad; pero aun su­
poniendo que sea necesario explicar este caso, creo que la comisión no debe 
hacer uso de la palabra "allanamiento" tratándose de una visita domicilia­
ria que se practique por una autoridad competente". 

El C. CHAPA invita a la comisión a retirar su dictamen. 

El diputado CASTAÑOS opina que la palabra "allanamiento" está 
muy mal puesta. El presidente de la comisión, general MUGICA, opina que 
es una palabra, que en su concepto, no tiene importancia, se puede retirar 
o permanecer, porque está perfectamente definido en el diccionario lo que 
es un allanamiento. 

El C. FAJARDO dice: 
• 

"Tanto en el artículo que propone el C. Primer Jefe, como en la re-
producción que ..,1 mismo artículo hace la honorable comisión, se expresa 
que para proceder, es decir, para que un juez pueda dar una orden de apre­
hensión, se necesita que antes haya acusación. Como en nuestras costum­
bres anteriores a esta ley que estamos formando, había existido la costum­
bre de que no fuera necesaria la acusación para que se pudiera proceder cri­
minalmente contra una persona, yo desearía que la comisión tuviera la bon­
dad de expresar si de aquí en adelante será necesario, será forzoso que só­
lo la orden de aprehensión pueda darse cuando medie acusación, es decir, 
que si yo, por ejemplo, me presento delante de un juez diciéndole: ayer o an­
tes de ayer robaron o mataron a fulano de tal, el juez me exige que yo le 
presente acusación, aunque yo desde luego no podría hacerme solidario de 
una acusación en toda forma, puesto que no me incumbiría a mí, puesto que 
únicamente había tenido noticia de aquello y solamente en cumplimiento de 
un deber le daba parte del hecho, pero no porque me consta personalmenk 
Yo entiendo que la comisión observó que, según el artículo 22 del proyecto 
del Primer Jefe, ailí hay la institución del ministerio público, pero como to­
davía este artículo está por discutirse, no es una cosa que esté aprobada 
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ya la institución del ministerio público en toda la República; yo desearía 
que sobre este punto la comísión tuviese la bondad de hacer alguna expli­
cación, y además sobre este otro: al hablar del cateo dice que éste se practi­
cará en presencia de dos testigos, que nombrará el dueño de la casa. Como 
puede suceder con frecuencia, que el dueño de la casa no esté presente o que 
no se presente, como sucederá casi siempre, a nombrar testigos que pre­
sencien el atentado, que así considerará él, y por tanto no prestará su ayuda, 
no dirá qué personas nombra como testigos para que presencien el acto, y 
entonces la autoridad que practique la diligencia se verá embarazada sobre 
este punto, porque no sabrá si solamente con la anuencia del dueño de la ca­
sa, es decir, con el nombramiento de dos testigos que éste designe, se puede 
practicar el cateo, o si puede él nombrar otros. Hay la costumbre, por ley 
también está autorizado, de que el juez tenga su secretario y lleve dos tes­
tigos que hagan fe con él; pero como aquí se expresa que el dueño nombre 
los dos testigos, desearia que la comisión explicara: cuando el dueño de la 
casa no esté presente o no los quiera nombrar, ¿la autoridad cateadora po­
dria hacer la designación y qué validez tendría el acto en ese caso?" 

El presidente de la comisión, general MUGICA, opina que el debate en 
la forma que se está llevando no es provechoso pues la comisión no sabría 
cómo orientarse para reformar su dictamen. 

El C. JOSE J. REYNOSO díce que el artículo consta de tres partes 
y propone que se discutan separadamente. 

El c. lB ARRA insiste en que se haga constar en el artículo que las ór­
denes de cateo tienen que ser fundadas y por escrito. 

Por fin la comisión pide permiso para retirar el dictamen y presentar­
lo modificado, en otro día. 

SE NOMBRA UNA SEGUNDA COMISION DE CONSTITUCION. 

En ese mismo día, 23 de diciembre, en vista de la premura del tiempo 
y a proposición del señor general MUGICA, presidente de la comisión de 
constitución, se acordó el nombramiento de una segunda comisión, que que­
dó integrada por las personas siguientes: Licenciado Paulino Machorro Nar­
váez, licenciado Hilario Medina, doctor Arturo Méndez, general Heriberto 
Jara y doctor Agustín Garza González. La asamblea recibió con aplausos 
esta candidatura, propuesta por la Mesa, y en votación económica fue apro­
bada. 

CONTINUA EL DEBATE DEL ARTICULO 16. 

En la sesión del martes 2 de enero de 1917, se presentó el nuevo dic­
tamen de la comisión sobre el artículo 16. Dice así: 

"Esta honorable asamblea autorizó a la comisión que suscribe para re-
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tilar SU dictamen relativo al articulo 16 del proyecto de Constitución, con el 
objeto de hacerle algunas modificaciones sugeridas en la discusión. Hemos 
procedido a hacerlas y son las siguientes: 

"Substituimos la palabra "aprehendido" por la palabra "arrestado", 
por ser ésta más especifica. Proponemos, siguiendo el parecer de la asam­
blea, que se faculte a la autoridad administrativa para verificar aprehen­
siones en casos urgentes; pero nos ha parecido conveniente precisar que la 
autoridad administrativa a quien se concede tal facultad, es la primera au­
toridad municipal del lugar. Por último. nos parece oportuno reconocer ter­
minantemente la inviolabilidad del domicilio. dejando a salvo el derecho de 
la autoridad judicial para practicar cateas. mediante requisitos que la propia 
asamblea ha aceptado como necesarios. para librar así a los particulares de 
los abusos que suelen cometerse en la práctica de tales diligencias. 

Por lo tanto. proponemos a esta honorable asamblea se sirva aprobar 
el artículo 16 en los términos siguientes: 

"Artículo 16.-Nadie podrá ser arrestado sino por orden escrita, mo­
tivada y fundada. de la autoridad judicial. N O podrá expedirse ninguna Or­
den de aprehensión sin que preceda acusación por un hecho determinado 
que la ley castigue con pena corporal y sin que esté apoyada aquélla con 
otros datos que hagan probable la responsabilidad. En el caso de flagrante 
delito. cualquiera persona puede aprehender al delincuente y a sus cómpli­
ces. poniéndolos sin demora a disposición de la autoridad inmediata. Sola­
mente en casos urgentes. la primera ,mtoridad municipal del lugar podrá de­
cretar. bajo su más estrecha responsabilidad, la detención de un acusado. po­
niéndolo inmediatamente a disposición de la autoridad judicial. 

El domicilio es inviolable; no podr:¡ ser registrado sino por orden de 
la autoridad judicial. expedida por escrito. en la cual se expresarán el lugar 
que ha de inspeccionarse. la persona o personas que hayan de aprehenderse. 
,- los objetos que se buscan. a lo que únicamente debe limitarse la diligencia. 
que se practicará ante dos testie;os propuestos por el dueño del lugar cn­
te~.do. o en su ausencia o renuencia. por la autoridad que practique la dili­
gencia. de la cual se levantarú acta circunstanciada. 

La autoridad administrath·a !lQdrá practicar visitas domiciliarias úni­
camente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios 
y de policía. También podrá la misma autoridad exigir la exhibición de li­
bros ~- papeles para comprobar que se han cumplido las diposiciones fisca­
les" . 

Pide la palabra en contra el e PASTRANA JAIMES y dice: 

"Para fornwl"i'e una idea (·"mpletn (le las objeciones que vaya ha­
cer al artículo lB. VO~- a pcrn,itinne traer a colación antes algunos' antecp-
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dentes. Si examinamos detenidamente nuestras leyes, por )0 que toca al de­
recho de libertad, encontraremos en todas ellas algunas aberraciones de que 
hoy nos avergonzaríamos si no las rebatiésemos. Desde que nuestro país se 
declaró independiente, desde que tuvimos leyes propias, se consagró en to­
das ellas el respeto casi religioso al derecho de propiedad, tan religioso, tan 
grande, que era imposible que a un ciudadano se le pudiese arrebatar un so­
lo alfiler, ni la cosa más insignificante, sin oírsele previamente. Ningún tri­
bunal de justicia se ha establecido que no rinda un respeto supremo a este 
derecho de propiedad; nuestra misma Constitución de 57, en el ar­
tículo 27, consagra ese respeto al derecho de que se trata. Si, por otra par­
te, examinamos las leyes penales, veremos cómo han atropellado la liber­
tad individual; las leyes de procedimientos penales y la misma Constitución 
de 57 no consagran al derecho de libertad todo el respeto que justamente 
se merece. Nuestra Constitución de 57 fijó las garantías que tendria un acu­
sado en juicio criminal, enumerándolas en las cinco siguientes: l.-Que se le 
haga saber el motivo del procedimiento y el nombre del acusador si lo hu­
biere. II. -Que se le tome su declaración preparatoria dentro de cuarenta 
y ocho horas, contadas desde que esté a disposición del juez. III. -Que se 
le caree con los testigos que depongan en su contra. IV. -Que se le facili­
ten los datos que necesite y consten en el proceso, para preparar sus des­
cargos; y V. -Que se le oiga en defensa por sí o por persona de su confian­
za o por ambos, según su voluntad. Si examinamos nuestro códig-o de pro­
cedimientos penales, encontraremos en él muchas anormalidades. El juez re­
cibe la acusación, el acusador lleva testigos y con sólo esto, sin más ni más, 
se manda detener a cualquier ciudadano. Antiguamente era necesario que la 
acusación fuera acompañada de declaración de persona digna de fe, bastaba 
la acusación especial de algún potentado para que el juez la creyera y man­
dara a la cárcel a cualquier individuo. En algunas legislaciones, en algunos 
estados, especialmente en Michoacán, se agregaron algunos requisitos, sin los 
cuales no se puede proceder a la detención de un ciudadano, porque en Mi­
choacán quizá el foro es de los más adelantados de la República; allí sí se 
tributa el respeto que se merece la libertad individual, aunque un poco res­
tringida, pero en todo caso, no se atropella ese derecho como en las demás 
partes del país. Con estos antecedentes vamos a examinar ahora el artículo 
26. Dice que: "N o podrán librarse órdenes de arresto contra una persona, 
sino por la autoridad judicial y sin que se haya presentado acusación en su 
contra por un hecho determinado que la ley castigue con pena corporal o al­
ternativa de pecuniaria y corporal, y que esté, además, apoyada por decla­
ración bajo protesta de persona digna de fe o por otros datos que hagan 
probable su responsabilidad, hecha excepción de los casos de flagrante deli­
to, en que cualquiera persona puede aprehender al delincuente y a sus cóm­
plices, poniéndolos sin demora a disposición de la autoridad inmediata". El 
mismo proyecto y la misma comisión, más tarde, en el artículo 27, nos con­
sagran el respeto debido al derecho de propiedad. A mí me ha causado mu­
cha extrañeza esa aberración de las leyes. A mí, para quitarme este lápiz, 
el juez me oye previamente; y para quitarme mi libertad no necesita oirme. 
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Pregunto ¿ qué importa más; un lápiz o la libertad de un ciudadano? El de­
recho de propiedad lo he equiparado al derecho de libertad, pues tanto res­
peto merece el uno como el otro, y quizá en esta época merece más respeto 
el derecho de libertad que el de propiedad. Este mismo punto lo traté am­
pliamente con los señores de la comisión y como única razón me dijeron 
esto: hay temores de que los delincuentes se vayan, hay temores de que los 
delincuentes evadan la acción de la justicia y por eso no se puede sentar el 
hermoso precedente de que a ningún individuo se le arrebate su libertad sin 
oirlo. Esos temores no pueden realizarse, porque una persona que rehuyendo 
un llamado del juez no lo obedece, podrá ser detenida inmediatamente, de 
manera que desaparece por completo todo peligro de que los delincuentes eva­
dan la acción de la justicia; se trata únicamente de asegurar la libertad, ya 
que cuando uno está en la cárcel, las medidas más o menos humanitarias que 
se tomen, pues si no salen sobrando, nada remedian la situación de los ver­
daderos inocentes. Con estas ideas me permití indicar a la comisión que pro­
curara en la redacción, que se asegurara el respeto más amplio al derecho 
de libertad y les propuse que ningún individuo pueda ser detenido sin ser 
previamente oído por la autoridad que dió la orden, salvo los casos de delito 
infraganti, o que no se acatara la orden dada por la autoridad. Estas ga­
rantías sólo existen en el estado de Puebla, allí en la ley de jurados, se esta­
blecen terminantemente esas prerrogativas para los que desempeñan el ju­
rado. Hay también otra razón para atacar ese artículo; si se leen con todo 
detenimiento, punto por punto, todos los artículos del proyecto, se encontra­
rán en él forzosamente, como yo he encontrado, algunos datos en que se ve 
claramente que está definida la tendencia a desbaratar, a destruir por com­
pleto, todo lo malo que nos trajo la conquista, especialmente en los puntos 
de obligaciones, y vemos, señores, en el artículo 20, cómo se hace pedazos 
por completo todo el enjuiciamiento español; en el artículo 20 del proyecto se 
destruye el enjuiciamiento privado, ahora todo va a ser público, no hay in­
comunicación, en fin, se ha hecho pedazos el artículo 20 y todo lo malo, to­
do lo absurdo que nos trajo la legislación española; pero no basta el artícu­
lo 20 para establecer esos derechos ni el respeto absoluto de la libertad in­
dividual; es necesario que respetemos esa libertad antes de que sea atrope­
llada, no después, no cuando los ciudadanos estén en la cárcel sufriendo los 
rigores que pueden sufrir. Quizá en el artículo 27 y otros que no se han leí­
do todavía, se encuentre más clara aún esa tendencia de nuestra actuallegis­
lación a destruir y a barrer con todo lo que signifique conquista, especial­
mente todo aquello que es malo; yo, en nombre de la libertad, en nombre 
del respeto que queremos que se tribute a la libertad, me permito suplicar a 
la comisión que retire su artículo y si eso no fuera posible, en nombre de la 
misma libertad me permito suplicar a la asamblea que no dé su voto a fa­
vor de ese artículo. hasta que se asegure de un modo efectivo que la liber­
tad indivirlual no puede ser atropellada" 

Por su parte el diputano DA V ALOS quiere saber. con motivo de la in-
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violabilidad del domicilio, cuál es el alcance de esta palabra: ~'¿ El despacho 
de uno es el domicilio? ¿ El bufete es el domicilio?" 

El señor diputado COLUNGA, miembro de la comisión, juzga que el 
debate es demasiado estéril; para el señor Colunga, como ya hemos visto, los 
debates no conducen a nada, no le gustan las discusiones. Colunga dice "Des­
pacho, en este sentido, no forma parte del domicilio; pero en el lenguaje eco­
nómico, se entiende por domicilio la morada. La comisión, al cambiar la re­
dacción, quiso sentar el principio declarativo que tiene razones históricas y 
que es conveniente también consagrar, proclamar, de una manera categóri­
ca, la inviolabilidad del domicilio" . 

El C. LOPEZ LIRA pide que se expliquen los alcances de la palabra 
"arresto" y la palabra "detención". 

El C. COLUNGA dice: 

"Se entiende por arresto, el hecho de proceder a la captura de una 
persona y ponerla a disposición de la autoridad que deba juzgarla. La au­
toridad judicial no podrá aprehender a ninguna persona, sino que librará 
órdenes a la policía; por esta razón se creyó más propio usar la palabra 
"arresto", en lugar de "aprehensión", que era la que antes usaba la comi­
sión. Respecto a las facultades de la autoridad municipal, la palabra "deten­
ción", tiene el mismo significado que "arresto" en este caso. La facultad que 
se da a la autoridad municipal, se refiere a los casos urgentes y para jus­
tificar la urgencia de un caso, indudablemente que debe tenerse en cuenta la 
magnitud del delito y la responsabilidad del acusado, de substituir, en caso 
de que no se le aprehendiera inmediatamente; como esta facultad se le da a 
la autoridad municipal bajo su entera responsabilidad y sólo en casos de ur­
gencia, creo que sería mucho exigir ponerle las mismas trabas que·a la auto­
ridad judicial. Esta es la explicación que da la comisión". 

El C. PASTRANA JAIMES dice: "El señor Colunga nos ha dicho 
que la comisión creyó peligroso aceptar la amplia libertad individual que yo 
propuse. Desearía que dicho señor indicara en qué consiste el peligro para 
contestar, demostrándole que no existe ninguno" .. 

Por su parte el señor DAVALOS dice que al ocupar la tribuna el se­
ñor Colunga aclare también 10 relativo al domicilio porque a juicio de Dáva­
los el despacho y el bufete son domicilios. 

El C. COLUNGA, contestando a nombre de la comisión dice: 

"Para contestar al señor Pastrana Jaimes, necesitaría poner varíos 
ejemplos. Supongamos que se comete un asesinato, no se sorprende el delito 
infraganti. pero inmediatamente se da cuenta a la autoridad judicial y se le 

www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



F E L 1 X F. J' A L A V 1 e 1 NI. 409 

ministran datos que hacen prueba de que talo cual persona es la responsa­
ble de aquel crimen, y, efectivamente, lo es. Si el juez tiene la deferencia de 
mandarla citar respetuosamnete para que diga si es o no culpable, induda­
blemente que el delincuente no obedecerá aquella galante invitación, sino que, 
antes que todo, tomará las de Villadiego. Casos como este ocurren con mu­
cha frecuencia. Respecto del punto en que ha insistido el señor Dávalos, me 
parece que no tiene razón; no sé si lo que pretende este señor es que todos 
los lugares, todas las dependencias de una casa queden también sujetas a la 
inviolabilidad del domicilio; si es así, no tiene razón, lo que debe guardarse 
es sólo la inviolabilidad del hogar, de la morada de las personas; de ma­
nera que el articulo tal como ha sido redactado no quita a la autoridad judi­
cial la facultad de registrar los bufetes, establecimientos comerciales, etc." 

Por su parte el C. PASTRANA JAIME S se expresa así: 

"Como ofrecí al señor Colunga, voy a demostrale que mi iniciativa no 
presenta los peligros que él teme. Si al juez se le dan algunos datos por los 
que se compruebe que realmente se ha cometido un delito, en ese caso al 
gendarme que le entregue la cita le da también la orden de aprehensión, 
por si se negase a obsequiar aquella. De manera que aun en esos casos hay 
medios eficaces para asegurar la acción de la justicia; aun en los casos más 
urgentes. ¿ N o es bueno, por lo tanto, que aquí tributemos un respeto al de­
recho de libertad individual? Refiriéndome a la objeción del señor Dávalos, 
bastante juiciosa, me permito respetuosamente llamar la atención de la co­
misión, acerca de la conveniencia de adoptar en este caso el mismo texto del 
proyecto de la primera jefatura; dice: "en toda orden de cateo se expresará 
el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de apre­
henderse y los objetos que se buscan, a los que únicamente debe limitarse la 
diligencia, levantándose en el acto de concluir ésta, una acta circunstancial, 
en presencia de los testigos que intervinieron en ella y que serán cuando 
menos dos personas honorables. La autoridad administrativa podrá practi­
car visitas domiciliarias unicamente para cerciorarse de que han cumplido 
los reglamentos sanitarios y de policía. También podrá la misma autoridad 
exigir la exhibición de libros y papeles, para comprobar que se han cumpli­
do las disposiciones fiscales". El Primer Jefe nada dejó fuera. Se respe­
ta tanto el domicilio como todas las dependencias, ¿por qué raZÓn ha de ir 
un gendarme a meterse a mi despacho, a mi establecimiento comercial y sa­
carse las mercancías, los papeles, sin guardarse ninguna formalidad? Eso 
no es justo y me parece que la comisión ha estado menos conservadora en 
este punto". 

El señor diputado TERRONES dice: 

"Respecto a la cuestión propuesta por el señor licenciado Pastrana J ai­
mes, sufre un error en materia penal, porque nos pone el ejemplo de la cues­
tión de la propiedad; nadie puede ser privado de su propiedad sin ser oído, 
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de manera que si se le quitan sus propiedades, aunque sean de un valor in­
significante, tiene que haber un juicio, pero aquí no se trata de dictar sen­
tencia, se trata de iniciar procedimiento criminal, lo que se hace con el auto 
cabeza de proceso, pero antes de él debe aceptarse la declaración del incul­
pado o presunto reo. Realmente el señor Colunga, a mi entender, no rebatió 
debidamente los conceptos, las ideas o argumentos del señor Pastrana J ai­
mes; conforme al señor Pastrana J aimes, jamás podría librase exhorto pa­
ra aprehender a un culpable, cuando no pudiera verlo la justicia, porque si al 
robar o al cometer cualquier delito el inculpado se evapora y para volverlo a 
traer a la acción de la justicia se necesita naturalmente librar exhorto di­
ciendo: "En tal parte se encuentra el delincuente", el juez no puede librar 
exhorto, porque necesitaría inmediatamente incluir la orden de prisión y la 
orden de arresto no la puede dar si no la tiene antes. El señor diputado Pas­
trana J aimes confunde la cuestión de que nadie puede ser juzgado, senten­
ciado o desposeído de sus propiedades sin que haya antes proceso y todas 
las formalidades debidas; aquí no se trata de eso, se trata precisamente de 
iniciar el proceso. La cuesión del señor licenciado Dávalos realmente es una 
cuestión que, como la que indico, es cuestión de redacción. Con una redac­
óón de esta clase, los centenares de tinterillos que hay en la República ha­
rían prácticamente inaplicable el artículo, quedando sujeto a infinidad de 
complicaciones y chanchullos. En este sentido creo que lo más prudente, lo 
que más conviene es hacer que el artículo vuelva a la comisión, puesto que 
en él hay todavía una infinidad de defectos de redacción y de otra índole. 
De esta manera evitaríamos perder el tiempo en inútiles discusiones". 

El diputado SILVA HERRERA dice: 

"Parece que la comisión, en su dictamen, ha restringido las garantías 
que consigna el artículo 16 de la Constitución de 57. Basta leer el artículo 
que es como sigue: "Art. 16.-Nadie puede ser molestado en su persona, 
familia, domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud de mandamiento es­
crito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del pro­
cedimiento. En el caso de delito infraganti, toda persona puede aprehender 
al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de la 
autoridad inmediata". Como se ve, el artículo 16, si no usa de la palabra 
"inviolable", declara inviolable no sólo el domicilio, sino también la persona, 
familia, papeles, etc. En consecuencia, y aunque por el contexto de lo que 
sigue al párrafo segundo del artículo de la comisión se entiende que también 
son inviolables los papeles, posesiones, etc., puede darse el caso a que se re­
firió el .iiputado que me precedió en el uso de la palabra, es decir, pudier" 
haber algún litigante de mala fe o alguna persona que quisiera cometer al­
guna estafa, oponiéndose a algún procedimiento judicial o al contrario, de­
clarando que sólo el domicilio es inviolable, que no se necesita de cateo para 
registrar una fábrica, un despacho, una finca de campo agrícolH, etc., y re­
sultaría que muchas veces la persona que fuera victima de ese procedimien­
to. tendría duda sohre la maneJ'" rle funnamentar e' amparo que intel'pusk-
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I'a en ese sentido; en esta parte podría redactarse de una manera más cla­
ra, más amplia, ya que tratamos, no de restringir las garantías individuales, 
sino de ampliarlas si es posible, y evitar todas las dudas que surgieren y que 
darían lugar a infinidad de amparos. Por lo tanto, la comisión podría reti­
rarlo, obrando en el sentido del proyecto del Primer Jefe, redactándolo de 
una manera que garantizara no sólo la inviolabilidad del domicilio, sino que 
se consignara también la inviolabilidad de las posesiones, familia, papeles, 
etc., como lo asienta el art. 16 de la Constitución de 57". 

El señor licenciado MERCADO hace igualmente objeciones al dicta­
men, lo encuentra obscuro y pide que sea retirado para formularse en me­
jores términos. 

Hace uso de la palabra el abogado guanajuatense FERNANDO LI­
ZARDI, dice: 

"Durante la época de la revolución, se ha dicho tanto y tanto en con­
tra de los abogados, que yo, quizá por ser parte interesada, era la única in­
justicia que encontraba en la suprema justicia de la revolución; pero veo 
que verdaderamente va resultando mucho de cierto en esto, porque los abo­
gados que por regla general fueron hasta hoy los que menos hablaron, hoy, 
uno tras otro hemos venido a la tribuna para ocuparnos de verdaderas su­
tilezas. En efecto, el artículo es muy importante, tiene trascendencia suma, 
pero una objeción verdaderamente ca pital, verdaderamente seria, no creo 
yo que se haya podido encontrar hasta ahora. La primera objeción hecha 
por el señor licenciado Pastrana Jaimes, consiste en que se deben dar más 
g-arantías, se debe ser más respetuoso con la libertad individual. Se defien­
de el señor licenciado Colunga, exponiendo con muy justa raZÓn que si se 
consi,gna un delito a la autoridad judicial, un delito que no ha sido sor­
prendido infraganti, pero que en las primeras diligencias aparecen datos bas­
tantes que demuestran la culpabilidad de alguna persona que se creía segu­
ra, esa persona al ser citada no comparecerá, Sino que al contrario, tratará 
de evadir la acción de la justicia, com o que es necesario aprehenderla, sin 
previa citación, como pretendía el seüor Pastrana Jaimes. A su vez este se­
ñor dice que no existe el peligro de que el reo se fugue, porque con el mis­
mo gendarme se mandarán tanto la cita como la orden de aprehensión, de 
la que se hará uso si el acusado no acude a la cita. Creo que, como en todo, 
en la orba de la Constitución debemos tener mucho cuidado en seguir una 
máxima que conocemos en una bonita frase del señor Palavicini: "Hay que 
asistir al entierro de la mentira". i. N o sería prácticamente una mentira 
llevar las dos órdenes juntas? ¿Qué se ganaba con eso? Nada. Por lo que 

~:s~~::ed: ~~e o~~e~~o~~!d~u~::~~~u~:a~~~~r a~p~f:O[a~i~~~~~~~ ~:r;:!~: 
nistradores del Timbre para que vayan una, dos o tres vecs al día y siempre 
que quieran, me permitirá el compañero que le recuerde que los visitadores 
del timbre, como todo~ los funcional'i0s públicos, obran en el ejercicio de sus 
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funciones de acuerdo con detenninada ley. Como la Constitución no puede 
prever las necesidades que concretas van a ser previstas por la ley, lo que 
nos dice la Constitución es que la ley secundaria detenninará esto; que los 
empleados del timbre hagan visitas, pero no nos dice de ninguna manera que 
los administradores del Timbre vayan a hacer estas visitas cada vez que la 
ley respectiva se los ordene. No me parece una objeción seria. Vamos a la 
parte más grave, a la objeción más seria. La objeción suscitada por el se­
ñor diputado Dávalos, relativa al domicilio. Dice que este artículo garan­
tiza la inviolabilidad del domicilio, pero no la inviolabilidad del despacho; y 
he aquí señores, que a este respecto voy resultando más papista que el Papa, 
porque el miembro de la comisión, señor licenciado Colunga, viene y dice: 
en efecto, no se pueden garantizar todas las dependencias de una casa; yo 
creo que la palabra domicilio abarca también el despacho y me fundo para 
ello en la siguiente definición exacta, técnica, de domicilio en castellano, no 
conozco, ninguna, pero afortunadamente hay aquí latinistas como el señor li­
cenciado Silva Herrera. Algunos jurisconsultos romanos defin,an el domici­
lio en estos ténninos: "domicilium est locus in quo quis seden laremque pos­
suit et summum rerum marum". (Aplausos). Lo que quiere decir: "El do­
micilio es el lugar en que alguno reside, pone su residencia, sus dioses lares 
y lo principal de su casa"; pero hay que observar esto, que en esa definición 
latina el verbo "possuit" que va después del "laremque" va antes del "sum­
mum rerum" lo que quiere decir que éste se refiere al "sedem" y al "larem­
que" en tanto que el "summum" se refiere únicamente a la existencia, por 
lo tanto ese "rerum" que es un verbo activo, se refiere a la intención de poner 
su residencia y a la intención de poner sus dioses lares, pero también don­
de están sus principales cosas y donde está su principal patrimonio y ¿ dón­
de está el principal patrimonio del hombre si no está en su despacho. en la 
fábrica, en la industria? Nuestra ley, aceptando la idea general de domici­
lio, no ha llegado a definir propiamente lo que es el domicilio y procede por 
enumeración de tal suerte que, según nuestra propia ley, una persona pue­
de tener varios domicilios; no hay, pues, obstáculo para ello, pero la parte 
grave de este asunto estriba, en mi concepto, en que al hablar de domicilio 
la comisión, dice por boca del señor licenciado Colunga, que no abarca al 
despacho. Yo creo que con argumentos semejantes a los que acabo de ha­
cer, podria llegarse a la conclusión de que se abarque el despacho; mas co­
mo creo que el señor licenciado Dávalos había dicho previamente que que­
ría que su opinión se hiciera constar cuando menos en el Diario de los Debates, 
para que se conozca cuál es el espíritu de la asamblea, si en este Diario de 
los Debates se hiciera constar únicamente la opinión de la comisión. de que 
la palabra domicilio no abarca el despacho, la dificultad estaría zanjada; 
pero como ahora va a hacerse constar la opinión mía de que sí abarca el des­
pacho, ¡.los que interpreten el artículo a qué opinión se atienen? En mi con­
cepto, el artículo garantiza ampliamente la libertad y si hubiera de votarse, 
daría mi voto aprobatorio, mas como creo que ha suscitado estas dificulL­
des. originadas más por sutilezas que pOI" otl"a cosa, con todo gusto me uní 
ría a la súplica sugerida a la comisión de que pida permiso para retirar nllC-
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vamente el dictamen y buscar una fórmula que no diera lugar a las dificul­
tades con que se ha tropezado". 

El C. PALAVICINI pide que la comisión explique qué ventajas ofre 
ce su proyecto sobre el propuesto por el primer Jefe. 

El C. PASTRANA JAIMES hace nuevas aclaraciones. 

El diputado EPIGMENIO MARTINEZ, que se atreve a tomar parte 
en este debate; pero cuya intervención demuestra el interés que en todos ha 
despertado la buena redacción del artículo y dice: 

"N o es necesario, en mi concepto, ser jurisconsulto o haber hecho es­
tudios en colegios superiores, para poder discernir lo bueno que tiene el pro­
yecto del C. Primer Jefe en su artículo 16 y lo malo que tiene el mismo ar­
tículo como lo presentó la honorable comisión. El único defecto, en mi sen­
tido común, que tiene el artículo del Primer Jefe, es haber restringido a 
la autoridad administrativa la facultad de aprehender a los delincuentes. Di­
ce el artículo del Primer Jefe que sólo con orden expresa de una autoridad 
judicial puede arrestarse, se entiende, también aprehenderse a un delincuen­
te, es decir, que si la autoridad administrativa no tiene orden del juez, no 
puede aprehender al culpable. Yo en la vida práctica me he encontrado cri­
menes al estilo europeo, en que una persona, esto lo digo, como en vía de he­
chos prácticos, hace un contrato para cometer un crimen, otra comete el 
crimen, más claro, una persona hace el contrato, otra hace otro contrato pa­
ra que ésta lo ejecute y la tercera lo ejecuta al fin. Como todos esos crime­
nes son sumamente difíciles de ivetigar, no es posible que la autoridad ju­
dicial descubra la verdad, porque ella investiga por medio' de la percepción y 
esto hasta que está el reo frente a ella, mientras que la autoridad adminis­
trativa, que creo yo es la que garantiza más, siempre que sea honrada, por­
que estamos considerando un estado netamente constitucional y que vamos a 
ser todos los hombres del nuevo régimen constitucional honrados, y por lo 
tanto, todas las autoridades administrativas tendrán que preocuparse pre­
cisamente del bienestar de la sociedad y no abusarán de sus facultades ni 
coartarán ninguna libertad. En ese concepto me permito rogar a esta ho­
norable Cámara que no sigamos perdiendo el tiempo tan precioso en estos 
momentos y que votemos el artículo del Primer Jefe desechando de plano el 
de la Comisión". 

De nuevo el señor COLUNGA a nombre de la comisión dice: 

"El señor Palavicini ha puesto el dedo en la llaga. Ha sugerido la 
manera cómo debe estudiarse esta cuestión. Debo advertir a la asamblea 
que la comisión tiene el mayor respeto por el proyecto de Constitución y que 
nunca ha tenido la idea de venir vanidosamente a proponer modificaciones 
pretendiendo demostrar que ha penetrado su sagacidad al punto donde no 
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llegó la sabiduría del Primer Jefe. La comisión no toca el proyecto de Cons­
titución sino cuando verdaderamente tiene necesidad de tocarlo, cuando se­
gún su inteligencia ameríta ese proyecto alguna modificación o corrección. 
Voy a indicar los motivos que tuvo la comisión para apartarse del proyecto 
del C. Prímer Jefe al tratarse del artículo 16. En primer lugar, el referído 
proyecto no expresa que la orden de arresto que se libre para aprehender 
a una persona deba ser por escrito, deba motivarse y fundarse como expre­
sa la Constitución de 57; Y ésta fue la primera razón que tuvo en cuenta la 
comisión para variar el proyecto, imponiendo a la autoridad judicial la obli­
gación de dar orden escrita, motivada y fundada. En este punto, la comi­
sión se atuvo al criterio histórico y le pareció más liberal la redacción que 
propuso, determinando que la autoridad judicial, no simplemente dicte la or­
den de aprehensión, sino que la libre por escrito, la motive y la funde. Como 
ven ustedes, había una razón capital para que la comisión se apartara del 
proyecto del Primer Jefe. Pero es muy difícil cuando se quiere variar un 
proyecto bastante meditado y detenidamente estudiado, encontrar otra for­
ma que satisfaga ampliamente a todas las ideas que se propone uno desarro­
llar. De aquí viene que, mientras un diputado propone una forma, otro di­
putado propone la suya y así hasta el infinito; así es que, siguiendo por es­
te camino, nunca vamos a acabar. Hay que examinar la idea substancial, es­
to es, que nadie puede ser aprehendido ni nadie puede ser obligado a respon­
der de una acusación criminal, ni ser puesto en prisión, si no es por orden de 
la autoridad judicial, esto es lo capital; en seguida, debe cuidarse que esa 
orden sea librada por escrito, constando en la misma orden los motivos por 
los cuales se procede y los fundamentos legales que funden la aprehensión. 
Me parece que la comisión ha logrado su objeto en este punto. "Nadie po­
drá ser arrestado sino por orden escrita, motivada y fundada, de la autori­
dad judicial". Esto no es más que una ampliación de la misma idea y no 
tiene más aditamento que lo relativo a que la orden sea por escrito, funda­
da y motivada. En el proyecto del Primer Jefe se faculta a la autoridad 
judicial para dictar órdenes de aprehensión, cuando se trata de un hecho 
que la ley castiga con pena corporal o alternativa de pecuniaria y corporal. 
La Comisión suprimió esta segunda frase por esta razón. Se llama pena al­
ternativa de pecuniaria y corporal la que consiste en multa o prisión, y al 
mandarse aprehender a una persona, el juez todavía no sabe cuál de las dos 
penas deberá aplicar. Por esta razón iluprimió la comisión estas palabras: 
"pena alternativa de pecuniaria y corporal". Respecto de las órdenes de ca­
teo, dice el señor diputado Dávalos que el proyecto de la comisión, porque 
ampara, el primero, tanto el domicilio como todas las dependencias, despa­
chos, bufetes, etc. Pues no, señores diputados, en este punto son deficientes 
uno como otro. El proyecto del Primer Jefe dice: "en toda orden de cateo se 
expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que ha­
yan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a los que únicamente debe 
limitarse la diligencia, levantándose en el acto de concluir ésta, una acta cir­
custancial, en presencia de los testigos que intervinieron en ella y que se­
rán cuando menos dos personas honorables. La autoridad administrativa 
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podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se 
han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía. También podrá la mis­
ma autoridad exigir la exhibición de libros y papeles, para comprobar que se 
han cumplido las disposiciones fiscales". Pero no especifica los requisitos 
previos, no ponen cortapisa a las autoridad judicial para practicar cateas. La 
dificultad no es de derecho, es realmente de palabras. La comisión creyó 
acertar en la interpretación de la idea del Primer Jefe diciendo: "El domi­
cilio es inviolable; no podrá ser registrado sino por orden de la autoridad 
judicial". Pero es claro que ninguna Ley seundaria facultará a una autori­
dad para cometer atentados y por esto ninguna autoridad podrá practicar 
cateas en lugares que no formen parte exclusivamente del domicilio. Lo 
que importa, la garantía esencial, es la inviolabilidad del domicilio; la invio­
labilidad de las dependencias del domicilio no merece hasta cierto punto ser 
amparada por un precepto constitucional. Queda amparada por leyes comu­
nes. Como ha dicho el señor licenciado Lizardi, en todo esto, señores, hay 
mucho de sutilezas, de argucias, de alambicamiento; hay que fijarse nada 
más en la idea capital, en la idea substancial y ésta sí garantiza bien el dic­
tamen de la comisión". 

El debate se había convertido en largos y tediosos discursos. Los di­
putados amigos del Primer Jefe, comprendían la urgencia de que la Cons­
titución estuviera construída en el tiempo previsto por la convocatoria, lo 
que daba lugar a algunas impaciencias. 

El C. PALAVICINI pide la palabra y dice: 

"j Lástima grande es que nosotros no sepamos hablar en latín! de es­
te modo podríamos impugnar a la comisión con galanura, con el mismo elo­
cuente lenguaje que ha empleado el señor Lizardi que, en verdad, si no es 
común para los mortales, es un galardón y merecido para los hombres de su 
alta cultura. Pero ha dicho el señor Colunga que se trata de sutilezas; yo 
quiero creer que se trata de sutilezas de ambas partes, de los impugnadores 
del dictamen y de los mismos miembros de la comisión sosteniendo el suyo. 
Y, señores diputados, el objeto de haber usado de la palabra en estos ins­
tantes, para mí es de gran trascendencia. Sopla viento de huracán para los 
intereses de los constitucionalistas; na ignora ninguno de los señores repre­
sentantes de los que están presentes, la grave situación militar que tenemos 
en el norte; no ignora tampoco ninguno de los señores diputados que la 
cuestión internacional ha alcanzado un punto de alta gravedad. Todos los 
que han podido escuchar, todos los que han tenido que escuchar, saben que 
el c. Primer Jefe se ha negado rotundamente a que continúen las conferen­
cias internacionales si no salen las fuerzas americanas del país. (Aplausos). 
Con la energía y la tenacidad que le son peculiares, ha puesto en estos mo­
mentos la situación nacional, de nuevo frente a frente a todos los grandes 
peligros de los conflictos internacionales, por defender la soberanía de la pa. 
tria. Y bien, señores diputados, las dificultades militares en el norte son de 
tal trascendencia que mientras Villa puede traer ametrailadoras y cañones 
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nuevos, vosotros sabéis con cuántas dificultades se encuentra el gobierno 
constitucionalista para adquirir cartuchos. En estos instantes llega la conso­
ladora noticia de que fuerzas de la división del norte del ejército constitu­
cionalista acaban de obtener un gran triunfo sobre las fuerzas villistas, qui­
tándoles enorme cantidad de bagajes, artillería, ametralladoras, carros de 
equipaje, etc., cuyas cifras no recuerdo. Pero, señores diputados, mientras 
el ejército constitucionalista lucha sin parque con todas las dificultades de 
una contienda desigual, mientras la Patria se encuentra en un momento di­
fícil y en una situación dolorosa, la COmisión hace sutilezas y la asamblea se 
conforma con escuchar sutilezas. Los honorables miembros de la comisión han 
venido hoy todos de luto, severos, solemnes como los doctores del rey que rabió. 
(Aplausos, risas). No es alusión absolutamente ofensiva para los miembros 
de la comisión, a quienes respeto individualmente y a los que como co­
misión he manifestado que les he perdido mucho el respeto desde hace tiem­
po. Pero, señores diputados, mi observación es esta: yo quiero sentar la 
atinada indicación del señor coronel Epigmenio Martínez; él ha dicho: si el 
proyecto estudiado muchos meses daba a los ciudadanos mexicanos todas 
las garantías y aseguraba todas las libertades, si el artículo del proyecto es 
liberal y la comisión nos presenta uno nuevo diciéndonos, como lo expresó 
el señor Colunga con una mansedumbre evangélica que todo es cuestión de 
palabras y, en resumen, cuestión de sutilezas, hago esta observación no só­
lo para desechar el dictamen de la comisión y dejar aprobado por ese hecho 
el articulo del Primer Jefe, sino para lo sucesivo, a fin de que concluyamos 
con este sistema de trabajo y terminemos con este procedimiento verdade­
ramente funesto para el país; vamos estudiando el proyecto del Primer Je­
fe y hagamos los cambios que sean necesarios substancialmente, pero si va­
mos a continunar haciendo sutilezas, entonces se dirá que nosotros delibera­
mos inútilmente mientras se sangra la patria. Y la verdad, sería doloroso y 
lamentable que en el momento que estamos tratando de dar a la patria una 
nueva constitución y de asegurarle para siempre los intereses de los ciudada­
nos, su territorio y todas las garantías que reclama el pueblo mucho tiempo 
ha; sería doloroso que resultara que nosotros estamos estorbando el rápido 
establecimiento del orden constitucional, porque si nosotros no acabamos la 
Constitución en el término señalado i quién sabe si podrían continuarse des­
pués los trámites del proyecto para hacer las elecciones ello. de marzo y 
constituir el gobierno general ellO. de abril! Si el orden constitucio. 
nal no se establece pronto, no tendremos fuerza moral bastante para op0ner­
nos a todos los enemigos que están reorganizándose en contra nuestra. Co­
mo no se trata en este momento de !1ingún artículo en que tengamos ningún 
interés especial de política de Cámara; como no tenemos un debate de grave 
trascendencia; como no se trata ahora de espantar a nadie, quiero que sere­
na, friamente, piensen ustedes en los intereses nacionales, en la patria, por­
que este es un instante solemne que no está para perderse en argucias de 
tinterillos ni en latinajos de abogados. Se trata de resolver que la Constitu­
ción sea aprobada a la mayor brevedad, organizar en breve plazo al gobier­
no y salvar a la patria de la única manera como se puede salvar, presentan· 

www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



F J<: L 1 X F. P A L A V 1 e J :.'J 1. <1, 

do a nuestros enemigos una organización fuerte, una potencia moral bastan­
te para defenderse de los enemigos del pueblo, tanto del exterior como del 
interior. (Aplausos)". 

Todavía hace uso de la palabra el C. COLUNGA diciendo: 

"Siguiendo en parte las indicaciones del señor diputado Palavicini voy 
a decir unas cuantas palabras. Tiene en parte razón el señor Palavicini; cuan­
do hablaba de sutilezas, no me refeffa a las de la Comisión; no íbamos a ca­
lumniar nuestra propia obra, porque me parece haber demostrado que la co­
misión, al apartarse del proyecto del Primer Jefe ha tratado de buscar el 
medio más adecuado para garantizar la libertad individual. Según el artícu­
lo original, la autoridad judicial podría aprehender a una persona. Esto da­
ría ocasión a muchos abusos; la comisión ha tenido, pues, razón y por eso 
esa orden debe ser por escrito. El proyecto del Primer Jefe no exige que esa 
orden sea motivada y fundada; esto naturalmente daría lugar a abusos o 
cuando menos, si además de ser la orden escrita, allí se consigna el motivo 
por el que se dicta, el interesado puede darse cuenta desde luego de la acusa­
ción. El fin principal de esta modificación es impedir que se proceda a librar 
orden de aprehensión contra una persona cuando la pena es alternativa de 
pecuniaria y corporal. También me parece una garantía; por eso la comísión 
ha estado en lo justo al suprimir esas palabras de alternativa o corporal. 
Creo que no necesito decir más y debo concluir para no alargar más el de­
bate", 

Como la comisión no retirara sU dictamen, éste fue puesto a votación 
y rechazado por 68 votos contra cincuenta y seis. 

En la sesión del día 13 de enero de 1917 fue de nuevo presentado el 
dictamen sobre el artículo 16 que insertamos incluyendo la parte expositiva 
de ese dictamen que dice así: 

"Al adoptar la comisíón el artículo 16 del proyecto de Constitución en 
su dictamen anterior, le hizo las siguientes enmiendas: que la orden de apre­
hensión que expida la autoridad judicial sea por escrito, motivada y fundada; 
que sólo haya lugar a la aprehensión por delito que merezca pena corporal; 
que sólo se faculte a la autoridad. municipal para decretar aprehensioes en 
casos urgentes y no a la autoridad administrativa en general; que se asien­
te el principio declarativo de la inviolabilidad del domicilio, y que los testigos 
que deben intervenir en una diligencia de cateo sean propuestos por el inte­
resado en lugar de ser designados por la autoridad. 

Estas enmiendas fueron aceptadas en principio por los oradores que 
tomaron parte en el debate, quienes juzgaron que no llenaban todavía tales 
enmiendas las condiciones necesarias para asegurar las garantías que con­
signa el artículo 1 G. Los ol'",lol'es sugi deron cada uno diversas adiciones, 
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sin que se hayan detenido a comentarlas, confirmarlas o rebatirlas recípro­
camente; de tal suerte que era imposible a la comisión interpretar cuáles, de 
las diversas modificaciones propuestas, merecían la aprobación de la asam­
blea En esta perplejidad, la comisión tuvo el propósito de adoptar textual­
mente el artículo del proyecto de Constitución; pero prescindió de este propó­
sito por creer que las objeciones que se han hecho al proyecto motivarían 
nuevas discusiones, cuyo resultado seria probablemnte que se rechazara 
aquél. En tal virtud, prefirió la comisión citar a todos los abogados que 
figuran en la Cámara, por tratarse de un punto ténico, para conocer sus 
opiniones, recoger las ideas generales en que todos coincidieran y darles for­
ma en el nuevo artículo. Citó, pues, la comisión, a todos los referidos abo­
gados; y aunque no logró la concurrencia de todo, asistió el número sufi­
ciente para que la comisión pudiera considerarse ya suficientemente orien­
tada. De la deliberación que se verificó entre los abogados concurrentes a la 
sesión privada a que convocó la comisión, resultó: que la mayoría insiste en 
que debe adoptarse como encabezado del artículo 16 la fórmula que figura 
en la Constitución de 1857; que la facultad de decretar aprehensiones, que 
se concede en casos urgentes a la autoridad administrativa, tenga lugar so­
lamente a falta de autoridad judicial y tratándose de delitos que se persi­
guen de oficio: que los testigos que presencien los cateos sean propuestos por 
el dueño del lugar cateado; y que las autoridades administrativas, al prructi­
car visitas domiciliarias, deben sujetarse a las disposiciones de las leyes re­
glamentarias. La comisión ha reunido estas diversas ideas y redactó nueva­
mente el artículo de que se trata, el cual somete a la aprobación de esta ho­
norable asamblea en la forma siguiente: 

"Artículo 16.-N adie puede ser molestado en su persona, familia, domici­
lio, papeles y posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autori­
dad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. No 
podrá librarse ninguna orden de aprehensión o detención sino por la autori­
dad judicial, sin que preceda denuncia, acusación o querella de un hecho de­
terminado que la ley castigue con pena corporal, y sin que estén apoyadas 
aquéllas por declaración bajo protesta de persona digna de fe o por otros da­
tos que hagan probable la responsabilidad del inculpado, hecha excepción de 
los casos de flagrante delito en que cualquiera persona puede aprehender al 
delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de la au­
toridad inmediata. Solamente en casos urgentes, cuando no haya en el lugar 
ninguna autoridad judicial, y tratándose de delitos que se persiguen de ofi­
cio, podrá la autoridad administrativa, bajo su más estrecha responsabili­
dad, decretar la detención de un acusado, poniéndolo inmediatamente a dis­
posición de la autoridad judicial. En toda orden de cateo, que sólo la autori­
dad judicial podrá expedir, y que será escrita se expresará el lugar que ha 
de inspeccionarse la persona o personas que hayan de aprehenderse y los ob­
jetos que se buscan a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levan­
tándose en el acto de concluirla una acta cirscunstanciada en presencia de 
dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o, en su ausencia 
o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 
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La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias úni­
camente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios 
y de policía y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables pa­
ra comprobar que se han cumplido las disposiciones fiscales, sujetándose en 
en estos casos a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para 
los cateos". 

Puesto a discusión, ya nadie pidió la palabra y se procedió a la vota­
ción, habiendo sido aprobado por ciento cuarenta y siete votos de la afirma­
tiva contra doce de la negativa, correspondientes a los ce. diputados Aguilar 
Antonio, Espeleta, Espinosa, Guerrero, Herrera Manuel, López Lizandro, 
Martínez, Mercado, Palavicini, Pérez, Victoria y Zavala Pedro R. 
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Tomaron parte en el debate del Ar­
tículo 18 los CC. PASTRANA JAI­
MES, COLUNGA, MACIAS, MEDI­
NA, JARA, DAVALOS, CHAPA, MU­
GICA, TERRONES, BARRERA, IBA­
RRA, UGARTE, ROMAN, CALDE­
RON, PALAVICINI, TRUCHUELO, 
GUZMAN, EPIGMENIO MARTINEZ, 
JOSE MARIA RODRIGUEZ. 
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